MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Apelación auto que declaró no probada excepción de caducidad / CADUCIDAD DE MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Término de cuatro meses / COMPUTO DE TERMINO DE CADUCIDAD DE MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Corre a partir de la ejecutoria del acto demandado / CONCILIACION PREJUDICIAL – Suspende término de caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesto contra acto que negó adjudicación de contrato
Corresponde a la Sala determinar si, de conformidad con los hechos y pretensiones objeto de la demanda, la acción de la referencia debe ser rechazada por caducidad, como lo señala la parte demandada o si se cumplen los presupuestos del numeral 2, literal c), artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 y la demanda se presentó en tiempo, como lo señala el a quo. (…) Del libelo de la demanda se colige que la parte actora pretende que se declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en el acta n.° 09 de 6 de septiembre de 2011 y de la resolución n.° 024 de 18 de octubre de 2012, expedidas por el Comité de Estabilidad Jurídica de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo que negó la solicitud de contrato de estabilidad jurídica presentada por la actora -sociedad Productora Nacional Avícola S.A.-PRONAVICOLA.

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164, NUMERAL 2
ACTOS PRECONTRACTUALES - Acción procedente / MEDIO DE CONTROL PROCEDENTE CONTRA ACTOS PRECONTRACTUALES - Nulidad y restablecimiento del derecho / MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Procede contra actos de adjudicación de contrato / MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO CONTRA ACTOS DE ADJUDICACION DE CONTRATO - Caducidad / CADUCIDAD DE MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO CONTRA ACTOS DE ADJUDICACION DE CONTRATO - Término de cuatro meses contados a partir del día a siguiente a su notificación, ejecución o publicación
Según el artículo 141 del C.P.A.C.A, “los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso”. Así, en los términos del artículo 164 de la misma normatividad las resoluciones de adjudicación controvertidas a través del medio de control de nulidad y restablecimiento,  se demandan en los cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su notificación, ejecución o publicación, según el caso.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 141 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 137 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164
MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Interpuesto contra acto administrativo precontractual que improbó suscripción de contrato de estabilidad jurídica / CADUCIDAD ACTO DE ADJUDICACION DE CONTRATO - Se interrumpió por solicitud de conciliación prejudicial elevada antes de cumplirse el término de cuatro meses dispuesto por ley / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Excepción no probada por solicitarse conciliación prejudicial dentro de los cuatro meses siguientes a la ejecutoria del acto precontractual demandado

Del libelo de la demanda se colige que la parte actora pretende que se declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en el acta n.° 09 de 6 de septiembre de 2011 y de la resolución n.° 024 de 18 de octubre de 2012, expedidas por el Comité de Estabilidad Jurídica de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo que negó la solicitud de contrato de estabilidad jurídica presentada por la actora -sociedad Productora Nacional Avícola S.A.-PRONAVICOLA-. (…) observa la Sala que los actos administrativos que se pretenden anular fueron proferidos el 6 de septiembre de 2011 y el 18 de octubre de 2012 y los mismos cobraron ejecutoria el 17 de diciembre de 2012 según acta de diligencia de notificación, folio 106 cuaderno n.° 2 del tribunal-. De manera que los 4 cuatro meses de que trata el literal c) numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A., empiezan a contarse a partir del día 18 de diciembre de 2012 y como la demanda se presentó el 17 abril de 2013 según sello de recibido de la Secretaria de Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, folio 5 cuaderno n.° 1 del tribunal-, junto con la solicitud de conciliación, lo fue en oportunidad. (…) debe tenerse en cuenta la suspensión del término entre el 11 de abril y 28 de mayo de 2013, dada la solicitud de conciliación prejudicial de que trata el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009. De manera que como el medio de control no ha caducado la providencia impugnada será confirmada.

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164, NUMERAL 2 / DECRETO 1716 DE 2009 - ARTICULO 3
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B

Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D.C., treinta (30) de julio de dos mil quince (2015)

Radicación número: 25000-23-36-000-2013-00855-01(51932)

Actor:
 PRODUCTORA NACIONAL AVICOLA S.A

Demandado: MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO Y OTROS 
Referencia: APELACION AUTO – LEY 1437 DE 2011- MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra la decisión que niega la excepción de caducidad adoptada, en audiencia inicial el 23 de julio de 2014, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sección Tercera-Subsección “A”.
ANTECEDENTES 

1°. El 17 de abril de 2013, la Productora Nacional Avícola S.A, a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, presentó demanda contra la Nación-Ministerio de Comercio, Industria y Turismo-Hacienda y Crédito Público-Minas y Energía-Transporte-Agricultura y Desarrollo Rural y Departamento Nacional de Planeación, para que se declare la “nulidad total” de los actos administrativos contenidos en el Acta n.° 09 del 06 de septiembre de 2011, expedida por la secretaría Técnica del Comité de Estabilidad Jurídica de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio y la “Resolución No. 024 del 18 de octubre de 2012”, proferida por el doctor Carlos A. De Hart, en su calidad de presidente del Comité de Estabilidad Jurídica del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y se ordene a título de indemnización “el pago de los mayores valores asumidos por la Compañía en relación con las cargas afrontadas con ocasión de las variaciones normativas producidas con posterioridad a la improbación de la solicitud de Contrato de Estabilidad Jurídica presentada por la Compañía en el Comité de Estabilidad Jurídica”
.

Las pretensiones se fundamentan en los siguientes hechos:

i) El 30 de julio de 2009,  la Productora Nacional Avícola S.A -PRONAVICOLA presentó solicitud de celebración de Contrato de Estabilidad Jurídica con la Nación-Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, con la finalidad de “incrementar la producción de huevos fértiles y ampliar la participación en el mercado”. 

ii) El 27 de noviembre de 2009, el Comité de Estabilidad Jurídica admitió la solicitud presentada por considerar que “reun[ía] los requisitos esenciales para su trámite de acuerdo con lo previsto en la Ley 963 de 2005”.

iii) El Comité antes citado requirió información relativa al aumento de inversión, presentado por PRONAVICOLA por CUARENTA Y OCHO MIL MILLONES DE PESOS ($48.000’000.000) y  cobertura por 20 años del contrato de estabilidad jurídica.

iv) En Acta n.° 09 del 6 septiembre de 2011, fijada en edicto el 15 de diciembre de 2011, la Secretaría Técnica del Comité de Estabilidad de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio de Comercio decidió “improbar la suscripción del contrato de estabilidad Jurídica a la sociedad Productora Nacional Avícola S.A” porque, conforme a la certificación emitida por el revisor fiscal, “las inversiones ejecutadas se refieren exclusivamente al rubro de semovientes y no reporta avances de otros componentes del proyecto, como el de infraestructura” y de no mantenerse el constante nivel de producción y/o venta podría perder la continuidad del negocio, aunado a que los beneficios sociales y  económicos derivados del proyecto no cumplen los propósitos de la Ley 963 de 2005, ni con los criterios del CONPES 3366 DE 2005.

v) Contra la anterior decisión PRONAVICOLA interpuso recurso de reposición. Decisión que fue confirmada el 18 de octubre de 2012, mediante resolución n.° 024.

2°. El 20 de noviembre de 2013, PRONAVICOLA presentó memorial de corrección de demanda, con fundamento en el artículo 173 del C.P.A.C.A., con el objeto de modificar las pretensiones, así:

“A. Que se declare la nulidad de la actuación administrativa integrada por los siguientes actos:

1. El Acta No. 09 del 06 de septiembre de 2011, expedida por la Secretaría Técnica del Comité de Estabilidad Jurídica de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, en lo que respecta al puno 05 donde se evalúa y decide en forma negativa la solicitud de contrato de estabilidad jurídica presentada por PRONAVICOLA.
2. La Resolución No. 024 del 18 de octubre de 2012 , que resolvió el Recurso de Reposición interpuesto por la Compañía contra el Acta No. 09 del 6 de septiembre de 2011, proferida por el Comité de Estabilidad Jurídica, por medio de la cual se negó la solicitud para la suscripción de Contrato de Estabilidad Jurídica.
B. Que como consecuencia de lo anterior se restablezca el derecho de PRONAVICOLA en los siguientes términos:

1. Se declare que el proyecto de inversión presentado por PRODUCTORA NACIONAL AVÍCOLA S.A para la suscripción de un contrato de Estabilidad Jurídica cumple con los requisitos establecidos en la Ley  963 del 8 de julio de 2005 para los Contratos de Estabilidad Jurídica con la Nación.
2. Que se entienda suscrito el Contrato de Estabilidad Jurídica bajo los términos contemplados en la Ley y con base en los supuestos y peticiones contenidos en la solicitud presentada por la Compañía, específicamente considerando las siguientes peticiones: (…)
3. Que se ordene a las entidades que corresponda, según las normas estabilizadas que hayan sido objeto de modificaciones en forma adversa a PRONAVICOLA, la devolución de los mayores valores asumidos por la compañía con posterioridad a la improbación del Contrato de Estabilidad Jurídica; esto es el 6 de septiembre de 2009, fecha de expedición del Acta 09 del Comité de Estabilidad Jurídica y hasta la fecha en que se dicte sentencia definitiva. (…)
4. Que se declare que PRONAVICOLA no debe liquidar y pagar ante las entidades que corresponda según las normas estabilizadas que hayan sido modificadas, los mayores valores que se deriven con ocasión de las variaciones normativas en forma adversa a PRONAVICOLA que se hubieren producido con posterioridad a la aprobación de la solicitud del Contrato de Estabilidad Jurídica, esto es el 6 de septiembre de 2011, desde la fecha en que se dicte la sentencia definitiva y por el término que reste para la finalización del contrato de estabilidad jurídica.
5. Que para el caso específico del artículo 158-3 del Estatuto Tributario solicitado como norma a estabilizar en el contrato de estabilidad jurídica y teniendo en cuenta que la decisión que niega la Solicitud del contrato de Estabilidad Jurídica fue tomada en Acta 09 del 6 de septiembre de 2011, se declare que PRONAVICOLA tenía derecho a tomar la deducción especial por inversiones en activos fijos reales productivos durante los años 2011, 2012 y 2013 (…).
6. Que conforme lo anterior, se ordene a la DIAN devolver a PRONAVICOLA las sumas adicionales que fueron pagadas en su declaración del impuesto sobre la renta al no poder liquidar la deducción por inversiones en activos fijos reales productivos por los años de ejecución del contrato en el cual no pudo tomarse este beneficio, junto con los intereses por mora correspondientes desde la fecha de cada pago hasta que se efectúe la devolución”.
Reforma que fue admitida mediante auto de 17 de marzo de 2014. 

Intervención pasiva 

1. Ministerio de Hacienda y Crédito Público

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de apoderado, se opuso a las pretensiones de la demanda y su reforma. Respecto de los hechos señaló que no le constan, al tiempo que propuso, entre otras, la excepción de caducidad de la acción, toda vez que, i) a la fecha de presentación de la demanda “14 de junio de 2013” (sic) habían transcurrido más de cuatro meses, contados a partir del “17 de diciembre de 2013” (sic) fecha de notificación de la resolución 024 de 18 de octubre de 2012 y ii) no debe tenerse en cuenta la suspensión en virtud de la solicitud de conciliación prejudicial, por cuanto, las pretensiones versan sobre “un contrato de estabilidad jurídica donde la sociedad busca estabilizar unas normas de carácter tributario” y conforme al artículo 3 del Decreto 1716 de 2009, los conflictos de carácter tributario no son conciliables. 

Además de lo anterior, el ministerio en la contestación a la reforma a la demanda señaló que “al momento de radicación (17 de abril de 2013) no se había cumplido con el requisito de procedibilidad, pues este se vino a cumplir con la audiencia celebrada el 28 de mayo de 2013, y solo hasta ese día se cumplieron los requisitos previos para demandar, cuando ya habían transcurrido más de los cuatro (4) meses que el apoderado tenía para demandar”. En consecuencia, procedía declarar probada la excepción de caducidad.

2. Departamento Nacional de Planeación

El Departamento Nacional de Planeación, por su parte aceptó algunos hechos y señaló afirmaciones susceptibles de demostrar. Se opuso a la prosperidad de las pretensiones, al tiempo que propuso las excepciones de i) caducidad de la acción, por cuanto, si “ la notificación de la Resolución de octubre de 2012 se dio por esos días, la demandante contaba con 4 meses de conformidad con el artículo 164 del CAPACA para demandar, por lo cual no podía haberla presentado ante la Procuraduría la conciliación, ni la demanda el 14 de junio de 2013 (sic)”; ii) que no procede la suspensión en virtud de la solicitud de conciliación prejudicial, toda vez que, el sub lite se trata “aspectos de naturaleza tributaria”; iii) falta de competencia de la Sección Tercera del Tribunal, por cuanto, el asunto trata un tema “estrictamente tributario, ya que se está discutiendo no solo la estabilidad en dicha materia sino también el monto, distribución o asignación de impuestos de orden nacional y su eventual devolución” y iv) ineptitud sustantiva de la demanda, porque en ella se pretende la responsabilidad de la DIAN y ésta no fue demandada y tampoco vinculada.

3. Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, respecto de los hechos aceptó unos y negó otros, a la vez que puso de presente la “INEXISTENCIA DE VICIO EN LA FORMACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ACUSADOS”.

4. Ministerio de Comercio, Industria y Turismo

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, aceptó algunos hechos y de los demás manifestó estarse a lo probado. Al tiempo que defendió la legalidad  de los  actos impugnados.

Providencia impugnada 

El 23 de julio de 2014, en audiencia inicial de que trata el artículo 180 del C.P.A.C.A., el Tribunal a quo declaró no probada la excepción de caducidad, formulada por las entidades demandadas al tiempo consideró que las demás se resolverán con el fondo, dado su naturaleza. Señaló: 

De la caducidad que como se controvierte la legalidad de actos administrativos precontractuales, conforme lo dispone el literal c) numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A., la caducidad es de 4 meses, a partir del “17 de  diciembre de 2012”, fecha en la que quedó ejecutoriada la decisión que resolvió negar la suscripción del contrato de estabilidad jurídica. Pone de presente, también que el 11 de abril de 2013 se presentó solicitud de conciliación prejudicial, la que suspendió la caducidad y amplió el plazo para presentar la demanda hasta el 4 de julio siguiente, por cuanto, cuando elevó la respectiva solicitud, faltaban siete días para el vencimiento del término, en consecuencia como la demanda se interpuso el “18 de abril de 2013” (sic), se hizo oportunamente. Señala la decisión:

· “El término de caducidad se comienza a contar el día 17 de diciembre de 2012, fecha en la que quedó ejecutoriada la decisión de negar la suscripción del contrato de estabilidad jurídica presentada por la empresa Productora Nacional Avícola S.A. adoptada en el Acta 09 del Comité de Estabilidad Jurídica .

· Al momento en que se presentó la solicitud de conciliación prejudicial -11 de abril de 2013, faltaban 7 días para que se cumpliera el término de la caducidad.

· El trámite conciliatorio fue declarado fallido y se expidió la constancia el día 26 de junio de 2013, razón por la que la demanda podía ser interpuesta hasta el día 4 de julio de 2013.

· La demanda fue radicada ante este Tribunal Administrativo el día 18 de abril de 2013 (sic), por lo que se establece que no había operado el fenómeno de la caducidad”.

Recurso de apelación   

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público interpone recurso de apelación. Para el efecto, señala que el medio de control de que trata el presente asunto caducó, toda vez que, los hechos que dan origen a la demanda son de naturaleza tributaria y por esta razón la conciliación como requisito de procedibilidad no suspende términos. Expuso la entidad recurrente:
“Por la naturaleza de la acción que se está instaurando, el medio de control, que es nulidad y restablecimiento del derecho y que el restablecimiento del derecho sería inocuo con la sola suscripción del contrato, que el contrato trae ínsito unos beneficios tributarios que son los que pretende la demandante la actora. Para el Ministerio el solo examen de las pretensiones de la demanda señala el hilo conductual que debe llevarse porque el restablecimiento del derecho lo que procura es obtener unos beneficios tributarios en los cuales el Estado sacrifica una potestad que tiene en materia fiscal para concederle unos beneficios a la demandante, en ese sentido el fondo del asunto a criterio, a juicio del Ministerio es absolutamente tributario porque si bien es cierto la manera de formalizar ese beneficio es el contrato, porque tiene que existir alguna forma jurídica para plasmar ese beneficio y para que se le otorgue seguridad jurídica a aquel que se haga acreedor al beneficio. También es cierto que las prerrogativas que pretende la demandante son absolutamente claras de una parte y en ese sentido considera este apoderado que la posición del despacho debe ser apelada para que el superior en su juicio examine el criterio”

Finalmente, insiste la entidad recurrente que el cómputo de caducidad no se suspende con la solicitud de la audiencia de conciliación, comoquiera que las pretensiones de la demanda son de naturaleza tributaria y por tanto no susceptible de conciliación.

CONSIDERACIONES

1. Competencia
 

De conformidad con lo previsto en los artículos 125 y 150 del C .P.A.C.A., corresponde a esta Corporación y Sala resolver los recursos de apelación interpuestos contra los autos proferidos en primera instancia por los tribunales administrativos. Para el efecto, el que dispone la terminación del proceso, de conformidad con los artículos 125, 180.6 inciso 3 y 243.3 ibídem.

2. Problema jurídico 

De acuerdo con el recurso de apelación interpuesto, corresponde a la Sala determinar si, de conformidad con los hechos y pretensiones objeto de la demanda, la acción de la referencia debe ser rechazada por caducidad, como lo señala la parte demandada o si se cumplen los presupuestos del numeral 2, literal c), artículo 164 de la Ley 1437 de 2011 y la demanda se presentó en tiempo, como lo señala el a quo.

3. La caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento en la Ley 1437 de 2011

Según el artículo 141 del C.P.A.C.A, “los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso”. Así, en los términos del artículo 164 de la misma normatividad las resoluciones de adjudicación controvertidas a través del medio de control de nulidad y restablecimiento,  se demandan en los cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su notificación, ejecución o publicación, según el caso.

“Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel”.

3.1. Caducidad de la acción
Por razones de seguridad jurídica, eficiencia y economía procesal, el legislador dispone la extinción de las acciones judiciales que no se ejercen en el término previsto; estableciendo así la carga de acudir a la justicia con prontitud, esto es,  dentro del plazo fijado por la ley, so pena de perder la posibilidad de hacerlo.

Las normas de caducidad se fundan en que los litigios no persistan en el tiempo en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia, sin aguardar indefinidamente la solución de controversias que podrían impedir su adopción y ejecución. 

Siendo así y conforme al artículo 164 ya referido, cuando se invoca la nulidad de los actos administrativos previos a la celebración de un contrato, es menester tener en cuenta que el término será de cuatro meses a partir de la comunicación, publicación, notificación o ejecución, según el caso. Se dispone sobre la caducidad –se resalta-: 

“(…)

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

(…)

c) Cuando se pretenda la nulidad o la nulidad y restablecimiento del derecho de los actos previos a la celebración del contrato, el término será de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso;

(…)”.

4. Caso sub lite
A juicio de la Sala, es menester confirmar el auto proferido, el 23 de julio de 2014, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sección Tercera-Subsección “A”, por las razones que se exponen a continuación:

Del libelo de la demanda se colige que la parte actora pretende que se declare la nulidad de los actos administrativos contenidos en el acta n.° 09 de 6 de septiembre de 2011 y de la resolución n.° 024 de 18 de octubre de 2012, expedidas por el Comité de Estabilidad Jurídica de la Dirección de Productividad y Competitividad del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo que negó la solicitud de contrato de estabilidad jurídica presentada por la actora -sociedad Productora Nacional Avícola S.A.-PRONAVICOLA-. Pretende la demandante se declare que el proyecto presentado cumple con los requisitos establecidos en la Ley 963 de 2005, se entienda suscrito el contrato y se ordene la devolución de los mayores valores asumidos por la misma con posterioridad a la improbación del mismo. 

El Tribunal declaró no probada la excepción de caducidad, propuesta por, entre otras, la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público, fundado en que, en el caso de autos, se controvierte la legalidad de actos administrativos precontractuales, el cual debe ser tramitado conforme lo dispone el literal c) numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A., esto es, bajo una caducidad de 4 meses, es decir, el medio de control contractual ejercido bajo la pretensión de nulidad y restablecimiento del derecho y que la caducidad debe contabilizarse a partir del 17 de diciembre de 2012. Se advierte que la solicitud de conciliación prejudicial se elevó el 11 de abril de 2013, cuando faltaban 7 días para cumplirse el término, este se amplió hasta el 4 de julio siguiente y como la demanda se interpuso el “18 de abril de 2013” (sic), se hizo en tiempo.     

Por su parte, el ministerio demandado sostiene que en el asunto de la referencia opera el fenómeno de la caducidad, por cuanto, los hechos que dan origen a la demanda son de naturaleza tributaria y por esta razón la conciliación como requisito de procedibilidad no suspende términos, en tanto no procede.

Ahora, revisado el plenario, observa la Sala que los actos administrativos que se pretenden anular fueron proferidos el 6 de septiembre de 2011 y el 18 de octubre de 2012 y los mismos cobraron ejecutoria el 17 de diciembre de 2012 –según acta de diligencia de notificación, folio 106 cuaderno n.° 2 del tribunal-. De manera que los 4 cuatro meses de que trata el literal c) numeral 2° del artículo 164 del C.P.A.C.A., empiezan a contarse a partir del día 18 de diciembre de 2012 y como la demanda se presentó el 17 abril de 2013 –según sello de recibido de la Secretaria de Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, folio 5 cuaderno n.° 1 del tribunal-, junto con la solicitud de conciliación
, lo fue en oportunidad.

Aunado a lo anterior, debe tenerse en cuenta la suspensión del término entre el 11 de abril y 28 de mayo de 2013, dada la solicitud de conciliación prejudicial de que trata el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009. De manera que como el medio de control no ha caducado la providencia impugnada será confirmada.

Concluye la Sala que el demandante presentó el medio de control, el 17 de abril de 2013, en oportunidad. Lo anterior al margen de la solicitud de conciliación, si se considera que se acudió a la justicia en los cuatro meses siguientes, como quedó explicado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B,  

R E S U E L V E:

CONFIRMAR el auto proferido el 23 de julio de 2014, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sección Tercera-Subsección “A”.

En firme este proveído DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Presidenta de la Sala

DANILO ROJAS BETANCOURTH                                 
Magistrado 

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado
� Visible a folio 06 del cuaderno n°.1


� La parte actora señala como cuantía la suma de $2.709’453.169, esto es el 30% del valor de la inversión por activos fijos reales productivos. 


� Folio 89, cuaderno 1 del Tribunal.


Respecto de la presentación de la demanda junto con la sola solicitud de conciliación sin haberse llevado a cabo la misma, la Sección Tercera, Subsección “B” de esta Corporación en un asunto similar resolvió, auto de 5 de diciembre de 2011, radicado 41066 C.P. Stella Conto Díaz del Castillo. “Observa la  Sala que, si bien el demandante aportó la solicitud de conciliación extrajudicial radicada el día 13 de agosto de 2010, es decir antes de presentar la demanda, la que se instauró el  día 17 siguiente, lo aportado no permite conocer si el trámite previsto en el artículo 80 de la Ley 446 de 1998 fue adelantado por la procuraduría, conforme a lo previsto en la misma disposición.  // Podría sostenerse, como lo consideró el a quo, que el demandante no cumplió con el requisito de procedibilidad,  porque éste no se entiende agotado mientras la audiencia no se surte; empero, ello no comporta que la demanda no pueda presentarse, como tampoco que presentada tenga  que inadmitirse, sin aguardar el resultado de la conciliación. Es decir, bien puede afirmarse que, una vez presentada por el demandante la solicitud ante la Procuraduría, la demandan puede presentarse o aguardar, para el efecto, el resultado de la conciliación. // Es cierto, que el deber de intentar solventar la litis por fuera de los estrados judiciales se erige en requisito de procedibilidad para acceder a la justicia en los casos previstos, expresamente y también lo es que no se trata de una mera formalidad, sino de una actividad previa, rodeada de garantías para quienes eventualmente se enfrentarán en la litis, frente a la cual los administradores de justicia deben cumplir un papel protagónico y no simplemente expectante. // Empero de ello no se sigue que el actor no pueda presentar la demanda; pues, el requisito de procedibilidad tiene que ver con su admisión. En este punto cabe destacar que el acceso a la justicia impone a los administradores de justicia la obligación de interpretar las disposiciones que tienen que ver con la presentación de demandas, recursos y trámites, al igual que con su admisión y rechazo, de manera que los conflictos y la definición de derechos en pugna sean resueltos efectivamente, propendiendo así por la realización de la convivencia y la vigencia de un orden justo; particularmente a cargo de los administradores de justicia. // En este orden de ideas se revocará la providencia que rechazó la demanda y, en su lugar, se inadmitirá y concederá al actor el término de cinco días, con el propósito de que allegue la actuación surtida ante la Procuraduría, en orden a que obre en autos y así adoptar la decisión que corresponda.  


   





